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			PRESENTACIÓN

			Son muchos los retos a los que se enfrenta el docente a la hora de planificar y llevar a cabo su misión. Los nuevos aires que envuelven la docencia universitaria han agudizado, más si cabe, estas dificultades, al tener que abarcar temarios ciertamente amplios en pocas sesiones.

			Cuando procedemos a llevar a cabo a nuestros alumnos de primer curso del grado de Trabajo Social en la Universidad de Oviedo la exposición y explicación de los rudimentos del Derecho, Público y Privado, hemos contrastado varios de esos factores que dificultan nuestra tarea.

			En primer término, el alumnado que estrena su condición universitaria encara una rama de conocimiento absolutamente desconocida, nunca antes vista o analizada, con su propia jerga, sus reglas específicas, sus instituciones… que le exigen un notable esfuerzo de comprensión de mucha información, sin el cual ningún estudio reflexivo y sensato puede llegar a puerto.

			Por otro lado, puede verse huérfano de unos materiales de estudio y análisis que se ajusten a su situación subjetiva: alumnado de Ciencias Sociales pero no rigurosamente jurídico, aunque en su posterior desempeño profesional el Derecho vaya a estar ya siempre presente, de forma más (función pública) o menos (resto de encomiendas profesionales) intensa.

			Así pues, la enseñanza, el estudio y la asunción de ciertas instituciones jurídicas debe ser, si no exhaustivamente profunda, sí suficientemente firme para el futuro trabajador social. De alguna forma, es un operador jurídico desde el momento en que tiene que conocer en detalle normas jurídicas que afectan a su ámbito profesional.

			Nuestra meta, pues, debe consistir también en aglutinar exactitud y esquematicidad; en filtrar un universo jurídico inabarcable incluso para el jurista y, simultáneamente, grabar de manera imborrable en el alumnado una serie de conceptos e instituciones jurídicas que le acompañarán a lo largo de su vida profesional. El equilibrio ansiado, como se comprenderá, no es precisamente sencillo de colmar.

			Con esta obra tratamos de aportar un elemento más que coadyuve a la consecución de semejante meta y refuerce nuestro trabajo, brindando al estudiante un material jurídicamente riguroso en sus mínimos, una primera aproximación que le ayude a la fijación de unos conceptos básicos e ineludibles a partir de los cuales profundice en la manualística al uso para una integral aprehensión de la faceta jurídica que en su pluridisciplinar trabajo también concurre inevitablemente.

			No se pretende entonces sustituir ninguna de las obras jurídicas de referencia, sino servirles de introducción y complemento. Por eso prescindimos al máximo de aparato doctrinal poco práctico o de citas jurisprudenciales, y tratamos de exponer con concisión la materia objeto de la obra con ajuste prácticamente integral al programa de nuestra asignatura y apoyo primordial en el Derecho vigente. También nos inclinamos por añadir algunos otros aspectos que nos parecen merecedores de una referencia, como el Poder Judicial o un somero esbozo del ámbito procesal, considerando que el contacto del trabajador social con esos engranajes estatales no resulta precisamente esporádico.

			Si logramos conseguir estos objetivos, nuestro empeño al confeccionar esta obra para sus destinatarios habrá merecido la pena y, como docentes, tendremos un quebradero de cabeza menos orbitando a nuestra labor.

			Oviedo/Gijón, 22 de julio de 2016
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			LECCIÓN 1

			TEORÍA DE LA CONSTITUCIÓN

			1. CONCEPTO FORMAL, PROCEDIMENTAL Y MATERIAL DE CONSTITUCIÓN

			A pesar de que el concepto moderno de Constitución se remonta a finales del siglo XVIII, todavía a día de hoy existen discrepancias respecto a qué deba entenderse por tal. Habitualmente, tiende a definirse una Constitución conforme a uno o varios de los siguientes factores:

			A) Forma: Bajo esta concepción, lo definitorio de la Constitución sería la forma que adopta. Se trataría de un texto escrito (a diferencia de las costumbres o los principios generales del Derecho), que consta en un único documento (frente a las leyes y otras normas, que son una pluralidad) y que recibe el nombre específico de «Constitución», a fin de distinguirlo de otras normas.

			B) Procedimiento de elaboración: Según este criterio la Constitución es una norma que emana del «poder constituyente» del pueblo. Por poder constituyente (concepto forjado en la Francia revolucionaria) se entendería un poder previo al legislativo, ejecutivo y judicial (que serían poderes «constituidos»), y que consiste en la facultad de aprobar una Constitución. De acuerdo con esta concepción, este poder debe residir necesariamente en el pueblo y se suele manifestar a través de un procedimiento democrático que por lo general se articula con los siguientes trámites:

			a) Elección democrática de una asamblea constituyente.

			b) Elaboración del texto constitucional por la asamblea.

			c) Aprobación del texto constitucional mediante una amplia mayoría de los miembros de la asamblea (mayoría «cualificada»).

			d) Sometimiento del texto aprobado a una consulta popular («referéndum») vinculante.

			C) Materia o contenido: Es habitual definir también la Constitución por su contenido, de manera que puede hablarse de normas «materialmente constitucionales», es decir, de normas que deben considerarse Constitución habida cuenta de la materia que regulan. Entre los contenidos que se consideran propios de la Constitución se encuentran:

			a) La división de poderes.

			b) Los derechos individuales.

			c) La regulación de las fuentes del Derecho (leyes, reglamentos…).

			Tal y como se ha mencionado previamente, hay quien define la Constitución empleando solo uno de estos elementos y quien, por el contrario, entiende que deben coincidir dos de ellos, o incluso los tres de forma cumulativa, para poder hablar de una auténtica Constitución.

			Ahora bien, en realidad, ninguno de los citados elementos nos permite en términos jurídicos definir correctamente lo que es una Constitución. La forma que adopte no es definitoria: hay «Constituciones», como la inglesa, que en realidad no figuran en un documento escrito, sino que está conformada por costumbres y prácticas políticas a las que los británicos confieren valor constitucional.

			En lo que se refiere al procedimiento, no todas las Constituciones han sido aprobadas según los trámites antes descritos, y aun así se las reconoce como auténticos textos constitucionales.

			Finalmente, la materia o contenido no resulta tampoco determinante para una Constitución. Y es que, si considerásemos que ciertos contenidos han de ser inescindibles de una Constitución, surgiría de inmediato la polémica de cuáles son esos contenidos, y por qué no otros distintos, los que confieren a una norma el carácter de Constitución. Por ejemplo, ¿por qué la división de poderes? ¿Y ha de ser división de poderes o separación de poderes? ¿Y en un Estado en el que el Parlamento pueda en determinadas ocasiones impartir justicia, no sería posible hablar de la existencia de una Constitución? Lo mismo sucede, por ejemplo, si se considera que toda Constitución ha de contener derechos individuales. Aparte de que la primera Constitución nacional del mundo —la estadounidense de 1787— carecía de declaración de derechos (y sin embargo se consideraba ya entonces como una Constitución), surgen de nuevo dudas: ¿un texto que no contuviese derechos individuales, pero sí colectivos y sociales, no podría ser una auténtica Constitución? ¿Y qué derechos individuales tendría que reconocer en concreto una Constitución para ser considerada como tal?

			De resultas, solo puede concluirse que ni la forma que adopte, ni el procedimiento que se haya empleado para su aprobación, ni la materia que contenga son elementos definitorios de una Constitución, en términos jurídicos.

			2. LA CONSTITUCIÓN COMO NORMA SUPREMA

			En realidad, lo que define a una Constitución es su posición de supremacía en el ordenamiento jurídico. Podemos definir el ordenamiento jurídico como el conjunto de normas de un ente soberano (como puede ser un Estado). Este ordenamiento comprende por lo general fuentes del Derecho como la ley, los reglamentos, los decretos-ley o los decretos legislativos. Pues bien, una Constitución es una fuente del Derecho que, dentro de ese ordenamiento jurídico, se encuentra por encima de todas las demás o, lo que es lo mismo, es jerárquicamente superior a ellas.

			Esa superioridad jerárquica consiste en que ninguna otra norma o fuente de Derecho puede contradecir lo que disponga la Constitución, cualquiera que sea la materia que regule. Si se produce una contradicción, la norma que contraviene el articulado constitucional resulta inválida y debe expulsarse del ordenamiento jurídico.

			La invalidez de esas normas que contradigan la Constitución puede ser de dos tipos:

			A) Nulidad: Es la invalidez que afecta a aquellas normas posteriores a la entrada en vigor de la Constitución («postconstitucionales») cuando contradicen su contenido. La nulidad entraña que esa norma infractora no tiene ninguna validez desde el momento mismo en que se ha dictado. Es, por tanto, como si nunca hubiese existido.

			B) Derogación: Es la invalidez que afecta a aquellas normas previas a la entrada en vigor de la Constitución («preconstitucionales») cuando contradicen su contenido. La derogación supone que la norma infractora es válida en su origen, pero pierde esa validez (y por tanto queda expulsada del ordenamiento jurídico) en el momento mismo en que entra en vigor la Constitución.

			En el ordenamiento jurídico español, esa posición de supremacía le corresponde a la Constitución española de 1978. Ella misma se autoproclama norma jurídica suprema y reconoce tanto la nulidad como la derogación de cualesquiera normas que se opongan a su contenido:

			A) Nulidad: El art. 9.1 CE señala que «los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto de ordenamiento jurídico». Como se comprueba, en primer lugar se cita a la Constitución y luego al «resto del ordenamiento jurídico», lo que entraña que la Constitución es superior al resto de normas. Del mismo modo se indica que «los poderes públicos» están sujetos a la Constitución, de donde se desprende que las normas que elaboren en el ejercicio de sus funciones deben respetar el contenido de la Constitución.

			B) Derogación: La Constitución contiene una Disposición Derogatoria que expulsa del ordenamiento jurídico a las normas preconstitucionales bajo dos criterios:

			a) Derogación expresa: Es la comprendida en los apartados uno y dos de la Disposición Derogatoria. En estos se indica expresamente qué normas concretas deben entenderse derogadas (en particular, las Leyes Fundamentales franquistas, que son las mencionadas en el apartado uno, y las Leyes de 25 de octubre de 1839 y de 21 de julio de 1976, citadas en el apartado segundo). Desde la entrada en vigor de la Constitución todas estas normas han quedado automáticamente expulsadas del ordenamiento jurídico. No debemos, pues, plantearnos si su contenido es contrario a la Constitución, porque sea así o no resulta intrascendente: la Constitución ha querido que, cualquiera que sea lo que dispongan, ya no tienen validez.

			b) Derogación tácita: Es la formulada en el apartado tercero de la Disposición Derogatoria: «Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en esta Constitución». Así pues, cuando nos hallemos ante una norma preconstitucional distinta a las referidas en los apartados 1 y 2 de la Disposición Derogatoria, debemos comparar su contenido con el de la Constitución. Si ese contenido es incompatible con la Constitución española, debe considerarse derogado, y por tanto inválido y expulsado del ordenamiento español, en virtud de la citada Disposición Derogatoria «tácita».

			3. CONTENIDO DE LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978

			La Constitución española de 1978 fue diseñada por las primeras Cortes democráticas tras la dictadura franquista, teniendo muy presente tanto la Constitución española de 1931 (forma territorial del Estado, Tribunal Constitucional), como algunas Constituciones extranjeras, de las que se tomaron determinados elementos:

			— Constitución italiana de 1947: organización territorial del Estado y Consejo General del Poder Judicial.

			— Constitución alemana (Ley Fundamental de Bonn) de 1949: moción de censura constructiva.

			— Constitución francesa de 1958: leyes orgánicas.

			— Constitución portuguesa de 1976: derechos sociales.

			Por lo que se refiere a su articulado puede afirmarse que nuestro documento constitucional presenta un tamaño medio. Cuenta con un Preámbulo, sin valor normativo, en el que se contemplan las intenciones del texto, y a continuación, ya con valor normativo, figuran 169 arts., a los que acompañan 4 disposiciones adicionales, 9 disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y una disposición final. Los 169 arts. aparecen dispuestos en un Título Preliminar y otros diez Títulos numerados. El Título Preliminar (arts. 1 a 9) contiene algunos de los elementos nucleares de la Constitución, como son los principios estructurales (arts. 1 y 2), el reconocimiento de la supremacía constitucional (art. 9.1) y el establecimiento de principios normativos básicos, como el de legalidad, jerarquía y publicidad de las normas (art. 9.3). Los restantes títulos versan sobre las siguientes materias:

			— Título I: De los derechos y deberes fundamentales.

			— Título II: De la Corona.

			— Título III: De las Cortes Generales.

			— Título IV: Del Gobierno y de la Administración.

			— Título V: De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales.

			— Título VI: Del Poder Judicial.

			— Título VII: Economía y Hacienda.

			— Título VIII: De la organización territorial del Estado.

			— Título IX: Del Tribunal Constitucional.

			— Título X: De la reforma constitucional.

			Llama la atención que el Título II se dedique a la Corona, y no al órgano político de mayor dimensión democrática (las Cortes Generales), una circunstancia que puede explicarse por el reconocimiento que las Cortes constituyentes quisieron efectuar del Rey Juan Carlos I por su contribución al proceso de transición política. Igualmente puede desatacarse la presencia de un Título dedicado a las relaciones entre los dos principales órganos políticos (Gobierno y Cortes Generales), lo que se justifica por el hecho de que España sea una Monarquía Parlamentaria (art. 1.3 CE), lo que entraña una estrecha relación entre aquellos órganos. El Título VII (Economía y Hacienda) es, por su parte, una clara expresión de que España es, además, un Estado social (art. 1.1 CE), lo que entraña una regulación por parte de los poderes públicos de un ámbito tradicionalmente privado, como es el de la economía. Por su parte, el Título VIII (De la organización territorial del Estado), fue uno de los más complejos y debatidos, por cuanto desarrolla el art. 2, que proclama el Estado de las autonomías.

			Tras el art. 169, la Constitución contiene:

			— Cuatro disposiciones adicionales: en ellas se reconocen aspectos como los derechos históricos de los territorios forales y el régimen económico y fiscal específico canario.

			— Nueve disposiciones transitorias: Se refieren sustancialmente a cuestiones derivadas del Título VIII y que contemplan regímenes especiales para constituir las Comunidades Autónomas.

			— Una disposición derogatoria: Contiene tres apartados. Los dos primeros se refieren a la derogación expresa (indicando qué normas preconstitucionales han quedado directamente derogadas) y el tercero a la derogación tácita (expulsa del ordenamiento jurídico a cualquier norma preconstitucional cuyo contenido contradiga a la Constitución).

			— Una disposición final: En ella se indica que la Constitución entrará en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial del Estado (que fue el 29 de diciembre de 1978).

			4. LA REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN

			4.1. LOS PROCEDIMIENTOS DE REFORMA CONSTITUCIONAL


			El Título X de la Constitución regula la reforma constitucional. De este modo, permite que nuestra norma magna se adapte a los cambios sociales, económicos o políticos que se hayan producido y que exijan de una enmienda.

			En la posibilidad de reforma, nuestro texto constitucional resulta muy generoso, puesto que no introduce límites materiales a la reforma, es decir, arts. no modificables. Del mismo modo que expresamente no excluye de reforma constitucional a ninguna de sus partes, tampoco cabe entender que existan límites materiales implícitos, es decir, partes de la Constitución que, aunque ésta no lo indique expresamente, deberían entenderse excluidos de la reforma constitucional por su importancia (como, por ejemplo, la democracia, art. 1.1, o la dignidad humana, art. 10.1). Dicho de otro modo: toda la Constitución, sin excepción, es susceptible de ser reformada.

			Los únicos límites que impone la Constitución a su reforma son:

			a) Temporales: No puede procederse a la reforma en tiempo de guerra o cuando se haya declarado un estado de crisis (alarma, excepción o sitio) de los previstos en el art. 116 CE. Este límite temporal pretende que no se intente cambiar la Constitución en momentos críticos, evitando así una reforma no reflexiva o precipitada.

			b) Procedimentales: Para reformar la Constitución hay que emplear necesariamente uno de los dos procedimientos que ésta incluye: el agravado (art. 168) o el simple (art. 167).

			Puesto que la Constitución contempla dos procedimientos distintos para su reforma, es preciso aclarar cuándo debe emplearse cada uno de ellos.

			a) Procedimiento agravado (art. 168): Procede en los siguientes casos:

			— Reforma total de la Constitución: es decir, cuando se pretende alterar la totalidad del texto constitucional (el preámbulo, sus 169 arts., las disposiciones adicionales, transitorias, derogatorias y final). Se trataría, por tanto, de dar lugar a un nuevo texto constitucional, pero surgido de la reforma total del texto actualmente vigente.

			— Reforma parcial: Reforma solo de parte del articulado, siempre que afecte a:

			• Título Preliminar.

			• Título I, Capítulo II, Sección I (arts. 14-29), que contienen los derechos fundamentales y libertades públicas más protegidos.

			• Título II (De la Corona). Nuevamente se trata de un reconocimiento al rey por su papel durante la transición, que le ha privilegiado fortaleciendo su reforma con el procedimiento más agravado.

			b) Procedimiento simple (art. 167): Se emplea para reformas parciales (nunca para una reforma total) que no afecten a alguna de las partes sometidas al procedimiento de reforma agravado (es decir, que no afecten ni al Título Preliminar, ni al Título I, Capítulo II, Sección I, ni al Título II).

			Así pues, si se quiere abordar una reforma total de la Constitución no existe duda alguna: debemos emplear el procedimiento agravado. Sin embargo, para las reformas parciales existen dos procedimientos (agravado y simple), y para saber cuál ha de emplearse hay que tener presente qué parte o partes de la Constitución deseamos reformar. La cuestión, sin embargo, puede resultar compleja, porque el procedimiento agravado no solo debe emplearse para reformar arts. que se hallen en el Título Preliminar, en el Título I, Capítulo II, Sección I, o en el Título II, sino también para reformar cualquier otro art. de la Constitución, siempre que el cambio sea de tal magnitud que afecte a algún art. de los comprendidos en el Título Preliminar, Título I, Capítulo II, Sección I, o Título II.

			Ese es el sentido de la expresión «que afecte». Por ejemplo, si se desea cambiar el art. 66.2, de modo que ahí donde dice «las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa», pasase a decir «las Cortes Generales ejercen una función meramente consultiva», esa reforma no solo afectaría al propio art. 66.2 (comprendido en el Título III), sino que también afectaría al art. 1.1 CE (comprendido en el Título Preliminar), que dice que España es un Estado democrático. Privar a las Cortes Generales del poder legislativo y convertirlas en un mero órgano consultivo supone alterar la esencia misma de la democracia; por ello, esta reforma del Título III (art. 66.2), afecta al Título Preliminar (art. 1.1) y debe realizarse mediante el procedimiento agravado (art. 168).

			En definitiva: en las reformas parciales, es preciso atender al contenido de la reforma, y no solo a la ubicación del art. que se está reformando. Si el contenido de la reforma afecta a alguna de las partes sujetas al procedimiento agravado de reforma, este último es el que debe emplearse.

			Como veremos a continuación, ambos procedimientos de reforma requieren unos trámites más complejos que los que se exigen para aprobar una ley. Esta última se aprueba por las Cortes Generales por mayoría simple (más votos a favor que en contra), pero cualquiera de los dos procedimientos de reforma constitucional entraña una mayoría más difícil de alcanzar e, incluso, la posibilidad de un referéndum. Cuando una Constitución, como la española, contiene unos procedimientos de reforma más complejos que el procedimiento previsto para aprobar las leyes, se dice que es una Constitución rígida. Al contrario, si los procedimientos de reforma fuesen idénticos a los previstos para aprobar las leyes, hablaríamos de una Constitución flexible.

			Lógicamente, las Constituciones rígidas, como la nuestra, son más difíciles de enmendar, y ello les confiere una mayor estabilidad.

			4.2. INICIATIVA DE REFORMA


			Cualquiera que sea el procedimiento de reforma (simple o agravado), la iniciativa, impulso o propuesta para llevarla a cabo procede de los mismos sujetos, que pueden ser cualesquiera de los siguientes:

			a) El Gobierno.

			b) Un quinto de los diputados (o 2 grupos parlamentarios).

			c) 50 senadores.

			d) Parlamentos de las Comunidades Autónomas.

			La iniciativa de reforma constitucional debe registrarse en las Cortes Generales, en concreto al Congreso de los Diputados, que es donde se inicia la tramitación.

			Los ciudadanos no pueden nunca presentar una iniciativa de reforma constitucional, siendo este un importante déficit democrático en nuestra Constitución.

			4.3. PROCEDIMIENTO SIMPLE


			Una vez se ejerce la iniciativa por cualquiera de los sujetos referidos, el texto se discute en el Congreso de los Diputados y en el Senado. Primero el texto debe sujetar a la «toma en consideración», un acuerdo que tan solo entraña decidir que la reforma va al menos a discutirse. La «toma en consideración» requiere de mayoría simple (más votos a favor que en contra) tanto en el Congreso como en el Senado.

			A continuación, y para que resulte aprobado por el procedimiento simple, tienen que votar a favor del texto tres quintos de los diputados y tres quintos de los senadores.

			Si no se alcanzara la mayoría requerida, la Constitución ofrece una alternativa para que la reforma no se trunque y que obliga a seguir estos pasos:

			1) Se nombra una Comisión paritaria, integrada por diputados y senadores. Esta elabora un nuevo texto que pueda servir de consenso entre el Congreso de los Diputados y el Senado.

			2) El texto acordado por la Comisión se somete a nueva votación en ambas Cámaras, alterándose ahora las mayorías requeridas:

			a) En el Congreso de los Diputados deben alcanzarse dos tercios de los votos.

			b) En el Senado basta con alcanzar la mayoría absoluta (mitad más uno de los senadores).

			Así pues, en el Senado se rebaja la mayoría inicialmente exigida (pasa de mayoría de tres quintos a mayoría absoluta), pero se compensa en el Congreso de los Diputados, donde la mayoría se agrava (pasa de tres quintos a dos tercios).

			Ya se haya acordado la reforma por el procedimiento inicialmente previsto, o por esta otra alternativa, la Constitución prevé que pueda celebrarse una consulta popular (referéndum) que será:

			a) Potestativo: Solo se celebrará si lo solicitan la décima parte de los diputados o la décima parte de los senadores. Si no se solicitase, el referéndum no se celebrará, de modo que la reforma se considera completada con su aprobación por las Cortes Generales por las mayorías que se han señalado.

			b) Vinculante: Si se celebrase, la voluntad mayoritaria de los electores sería la decisión definitiva. El texto solo quedaría reformado si el referéndum es favorable.

			4.4. PROCEDIMIENTO AGRAVADO


			En el procedimiento agravado, una vez ejercida la iniciativa, han de seguirse los siguientes trámites:

			1. Votación sobre el principio de reforma: Viene a equivaler a la «toma en consideración», ya que es una votación en la que los diputados y senadores deciden si es idóneo debatir esa reforma constitucional. En este momento no se está aprobando la reforma, sino simplemente acordando que hay que debatirla. Esta votación exige dos tercios en el Congreso de los Diputados y dos tercios en el Senado.

			2. Disolución de las Cortes Generales: Si la anterior votación ha superado esos umbrales, acto seguido es obligatorio proceder a disolver las Cortes Generales (Congreso de los Diputados y Senado) y convocar nuevas elecciones.

			3. Formación de las nuevas Cortes y ratificación del voto sobre el principio de reforma: Una vez constituidas las nuevas Cortes Generales, ambas cámaras tienen que volver a votar sobre el principio de reforma. Esto es, deben ratificar que es conveniente tramitar la reforma. En este voto de ratificación, sin embargo, las mayorías son distintas: en el Congreso de los Diputados se exige mayoría simple, y en el Senado mayoría absoluta.

			4. Votación final sobre la reforma: Tras debatirse la reforma, y una vez acordado el texto definitivo, este tiene que ser sometido a votación de ambas cámaras, debiendo alcanzar dos tercios en el Congreso de los Diputados y dos tercios en el Senado. Si no se alcanzasen estas mayorías no existe ninguna vía alternativa, a diferencia de lo que sucedía en el procedimiento simple.

			5. Referéndum: Finalmente, si el texto es aprobado por la mayoría de dos tercios de cada cámara, se somete a un reférendum entre los españoles mayores de edad, que tiene las siguientes características:

			a) Preceptivo: No es necesario que nadie solicite su celebración. El referéndum se celebrará automáticamente por exigencia constitucional.

			b) Vinculante: Si se celebrase, la voluntad mayoritaria de los electores sería la decisión definitiva. El texto solo quedaría reformado si el referéndum es favorable.

		

	
		
			LECCIÓN 2

			LOS PRINCIPIOS ESTRUCTURALES DEL ESTADO

			1. CONCEPTO DE PRINCIPIO ESTRUCTURAL Y PRESENCIA EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA

			Se entiende por principios estructurales aquellas normas constitucionales que determinan la forma de Estado y la forma de gobierno. Determinar la forma de Estado entraña fijar sus señas de identidad y, en concreto, introducir reglas respecto de cómo se crean las normas en ese Estado. Determinar la forma de gobierno supone indicar quién y cómo dirige la política estatal; cuáles son los órganos encargados de adoptar las decisiones políticas fundamentales y cómo se relacionan entre sí.

			Los principios estructurales de nuestra Constitución que fijan la forma de Estado son:

			a) Estado de Derecho (art. 1.1).

			b) Estado democrático (art. 1.1 y art. 1.2).

			c) Estado social (art. 1.1).

			d) Estado autonómico (art. 2).

			En cuanto a la forma de gobierno, la Constitución consigna un único principio estructural: el de Monarquía parlamentaria (art. 1.3).

			Por la importancia que presentan estos principios estructurales, es lógico que la Constitución española los incorpore a su Título Preliminar y, de hecho, se encuentran en los dos primeros arts. de nuestra norma fundamental. No obstante, estos principios estructurales resultan luego desarrollados a lo largo del resto de los arts. constitucionales. Por ejemplo:

			— El Estado de Derecho se concreta, entre otros, en el Título IV, relativo al Gobierno y la Administración Pública, donde se incluyen reglas respecto de su actuación como el principio de legalidad.

			— El Estado democrático se concreta, entre otros, en el Título III, relativo a las Cortes Generales y en el que figuran aspectos del régimen electoral general.

			— El Estado social se concreta, entre otros, en el Título VII, que versa sobre la Economía y Hacienda, o en el Título I, Capítulo III, que contiene los principios rectores de la política social y económica.

			— El Estado autonómico se desarrolla principalmente en el Título VIII (De la organización territorial del Estado), donde se establecen los principales procedimientos para constituirse las Comunidades Autónomas, o las competencias que pueden asumir.

			— La Monarquía Parlamentaria se desarrolla en los Títulos II (De la Corona), III (De las Cortes Generales), IV (Del Gobierno y de la Administración) y V (De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales).

			2. EL ESTADO DE DERECHO

			2.1. CONCEPTO Y TIPOLOGÍA


			El Estado de Derecho es aquel principio estructural que implica que los poderes públicos sujetan su actuación siempre a las normas vigentes. Existen, no obstante, dos concepciones del Estado de Derecho:

			a) Estado de Derecho formal: Supone sujeción de los poderes públicos a las normas vigentes, cualesquiera que sean estas. Así entendido, el Estado de Derecho prohibiría la arbitrariedad (actuación contraria a las normas).

			b) Estado de Derecho material: Supone organizar los poderes públicos de tal modo que quede obligado al respeto de los derechos de los individuos. Para lograrlo suele exigirse que se organice conforme a estos criterios:

			1. División de poderes: dividido el poder, se posibilita que sea más difícil violentar los derechos individuales, porque los distintos órganos se podrán controlar entre sí.

			2. Independencia judicial: El poder judicial, encargado de aplicar las normas (y por tanto de sancionar violaciones de derechos) no solo debe estar separado de los restantes, sino que ha de ser independiente respecto de ellos.

			La Constitución española, cuyo Preámbulo ya señala que uno de sus objetivos es «consolidar un Estado de Derecho», reconoce este principio estructural en su art. primero. Del articulado de la Constitución puede, además, desprenderse que el Estado de Derecho en España se reconoce en sus dos versiones: tanto formal como material. En las páginas siguientes analizaremos específicamente los aspectos propios del Estado de Derecho formal en nuestra Constitución. Los característicos del Estado de Derecho material (división de poderes e independencia judicial) se examinarán en el capítulo dedicado a los órganos constitucionales.

			2.2. INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD


			El elemento más característico del Estado de Derecho formal es la prohibición de que los poderes públicos actúen de forma arbitraria, aspecto que se halla expresamente señalado en la Constitución, en su art. 9.3. Ya se trate de órganos que creen normas (como las Cortes y el Gobierno), ya de órganos que las apliquen (Administración Pública y jueces), nunca pueden actuar de forma contraria a las normas vigentes en el ordenamiento jurídico español.

			Ahora bien, una cosa es la arbitrariedad, que está prohibida, y otra bien distinta la discrecionalidad, que sí es perfectamente constitucional. La diferencia puede resumirse como sigue:

			— La arbitrariedad supone una actuación expresamente contraria a las normas (conducta contra legem) o una conducta que se realiza por un poder público sin que haya ninguna norma que se lo permita (conducta prater legem, es decir, en ausencia de normas).

			— La discrecionalidad, sin embargo, supone una actuación de los poderes públicos dentro del margen de libertad que le permiten las normas. Por ejemplo, el rey puede escoger a un candidato a presidente de Gobierno. Esta es una actuación discrecional, porque la Constitución le permite escoger a quien considere conveniente. Lo contario de un acto discrecional sería un acto reglado, que es aquel en el que las normas definen una actuación de los poderes públicos sin dejar márgenes de libertad. Por ejemplo, en la elección del alcalde, si ningún candidato obtiene el respaldo de la mayoría absoluta del pleno municipal, resultará elegido el candidato que encabece la lista más votada en el municipio. Aquí no hay margen de libertad para escoger al candidato, sino que las normas imponen estrictamente quién será elegido en caso de no lograrse esa mayoría absoluta.

			2.3. SEGURIDAD JURÍDICA


			Los ciudadanos debemos saber cuáles son las normas que nos resultan aplicables para también, de este modo, tener conocimiento de que los poderes públicos las están cumpliendo, tal y como exige el Estado de Derecho. La seguridad jurídica, expresamente formulada en el art. 9.3 CE, se garantiza, entre otros, a través de los siguientes mecanismos:

			— Publicidad normativa: Las normas deben ser objeto de una publicación oficial, ya sea esta en los boletines oficiales (Boletín Oficial del Estado, Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma, Boletín Oficial de la Provincia) o, por ejemplo, en forma de bandos (ordenanzas municipales).

			— Irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales (art. 9.3 CE): Nunca pueden aplicarse a situaciones ya pasadas nuevas normas que incluyan cualquiera de las siguientes regulaciones:

			• Creación de una sanción hasta ese momento inexistente.

			• Agravación de una sanción que ya existía.

			• Limitación nueva, o más gravosa, de cualquier derecho fundamental de los comprendidos entre los arts. 15 y 29 CE.

			Todas estas regulaciones podrán, por tanto, aplicarse solo «pro futuro», es decir, a situaciones que se produzcan con posterioridad a la aprobación de la norma, pero nunca podrán aplicarse a situaciones que hayan tenido lugar antes de aprobarse.

			2.4. PRINCIPIO DE LEGALIDAD


			El principio de legalidad entraña que los poderes públicos solo pueden actuar de acuerdo con las normas que fijan sus competencias y actuaciones. Este principio contempla los siguientes elementos:

			— Vinculación positiva de los poderes públicos: Los poderes públicos solo pueden hacer aquello que se encuentra en expresamente permitido por las normas jurídicas. Lo contrario de una vinculación positiva sería, obviamente, una vinculación negativa, que implica que se puede hacer todo aquello que no prohíban expresamente las normas. Este último tipo de vinculación es la característica de los ciudadanos.

			— Sujeción a todas las normas del ordenamiento: El principio de legalidad no supone que los poderes públicos estén vinculados positivamente solo a las leyes, como podría parecer por su nombre. Antes bien, entraña vinculación positiva a la totalidad de las normas que componen el ordenamiento jurídico, ya sean leyes o cualquier otro tipo de fuentes del Derecho.

			Junto con el principio general de legalidad, que contiene los dos elementos anteriores, podemos hablar de la existencia de un subtipo, que sería el principio de «legalidad sancionadora», y que debe cumplirse cada vez que los poderes públicos pretendan aplicar una sanción, ya sea administrativa o penal. En ese caso, aparte de contemplar, obviamente, los dos elementos anteriormente referidos (vinculación positiva y sujeción a todas las normas), deberán atender a los siguientes elementos:

			— Ley previa: Para que un poder público pueda sancionar, es preciso que exista una norma previa que haya creado esa sanción. Dicho de otro modo, quedan prohibidas las sanciones retroactivas. Una exigencia, por otra parte, que deriva también del principio de seguridad jurídica.

			— Ley cierta: La norma previa debe fijar con claridad tanto el hecho sancionable como la sanción que ha de imponerse.

			— Ley formal:

			• En el caso de las sanciones administrativas, los elementos básicos de la sanción deben estar fijados en una ley, y no en cualquier otra norma jurídica. Un reglamento, sin embargo, podría concretar aspectos no básicos de la sanción.

			• En el caso de las sanciones penales, todos los elementos de la sanción (y por tanto no solo los básicos) tienen que estar fijados en una ley que, además, debe ser orgánica.

			3. EL ESTADO DEMOCRÁTICO

			3.1. CONCEPTO Y TIPOLOGÍA


			El Estado democrático, reconocido en el art. 1.1 CE, supone en su esencia, que la sociedad debe participar en el Estado o, lo que es lo mismo, que todas las decisiones del Estado han de encontrar su legitimación en el pueblo. La esencia de la democracia es, por tanto, la participación ciudadana.

			Ahora bien, esa participación puede adoptar dos formas distintas, y de ahí que pueda hablarse de dos tipos distintos de democracia, deducibles del art. 23 CE:

			— Democracia directa: Es aquella en la que los ciudadanos participan de forma inmediata en las decisiones que adoptan los poderes públicos. Esta participación directa puede, a su vez, ser:

			• Individual: Cuando se habilita a que cada individuo pueda, por sí solo o con el apoyo de otros individuos, participar en las decisiones estatales. Tal es el caso del ejercicio del derecho de petición (art. 29 CE) que permite que cada ciudadano pueda, individualmente, elevar quejas y recomendaciones a los poderes públicos. Otro caso sería la iniciativa legislativa popular, que permite que un ciudadano, con el respaldo de 500.000 firmas, pueda presentar proposiciones de ley para que se debatan en el Parlamento.

			• Como cuerpo electoral: Cuando se habilita al conjunto de electores a participar en una decisión política como, por ejemplo, cuando han de resolver una consulta popular, ya sea política y no vinculante (plebiscito) o jurídica y vinculante (referéndum).

			— Democracia representativa: Es aquella en la que las decisiones no las adoptan directamente los ciudadanos, ni individualmente ni como cuerpo electoral, sino personas elegidas por aquellos (representantes). Las decisiones que adoptan las Cortes, los Parlamentos Autonómicos o los Ayuntamientos, son todas ellas expresión de esta democracia representativa.

			Nuestra Constitución acoge ambas modalidades de democracia, si bien el peso de la democracia representativa es mucho mayor. Existen, ciertamente, instrumentos de democracia directa, pero su eficacia es limitada:

			— Instrumentos constitucionales de democracia directa individual:

			• Derecho de petición (art. 29 CE): Permite elevar quejas o recomendaciones a los poderes públicos, pero estos no tienen obligación alguna de atender a esas reclamaciones, ni de realizar lo sugerido. Cumplen simplemente acusando recibo de la petición.

			• Iniciativa legislativa popular (art. 87.3 CE): Se trata de un instrumento de uso muy limitado debido a restricciones tanto formales (necesidad de obtener el apoyo de 500.000 firmas en un plazo de 9 meses, prorrogable por tres meses), como materiales (no cabe la iniciativa legislativa en materias reservadas a ley orgánica, ni tampoco en materia tributaria, internacional o sobre prerrogativa de gracia). Teniendo presente, por ejemplo, que el desarrollo de los principales derechos fundamentales (comprendidos entre los arts. 15 y 29) debe realizarse mediante ley orgánica, esta limitación entraña que los ciudadanos no podamos impulsar su regulación.

			— Instrumentos constitucionales de democracia directa a través del cuerpo electoral:

			• Referéndum sobre cuestiones políticas de especial trascendencia (art. 92 CE). En realidad, técnicamente esta consulta sería un plebiscito, pero la Constitución española la denomina referéndum. El valor limitado de este referéndum reside en su carácter meramente consultivo y, por tanto, no vinculante.

			• Referéndums de reforma constitucional (arts. 167 y 168 CE). Aunque en este caso son vinculantes, el referéndum del art. 167 (reforma simple) solo se celebra si lo solicitan 1/10 de los diputados o senadores.

			• Referéndums autonómicos (art. 143 y 151 CE): En el proceso de acceso a la autonomía se celebran consultas populares para decidir si los territorios implicados desean constituirse en Comunidad Autónoma, y para aprobar y reformar el Estatuto de Autonomía (en este caso, solo para las Comunidades Autónomas previstas en el art. 151 CE). Aunque son consultas populares vinculantes, hay que tener presente que la referida aprobación y reforma de los Estatutos de Autonomía del art. 151 CE son los únicos casos en los que los españoles podemos ser consultados sobre la aprobación o reforma de una ley (en este caso el Estatuto de Autonomía). Ninguna otra ley puede ser sometida a referéndum.

			3.2 CONSTITUCIÓN ABIERTA


			El reconocimiento de la democracia en nuestra norma fundamental se plasma en una serie de características, la primera de las cuales es el llamado carácter abierto de la Constitución. El que la Constitución española sea «abierta», en cuanto democrática, significa que debe entenderse como un marco de posibilidades dentro del cual pueden realizarse políticas distintas.

			Si nuestra Constitución contiene numerosos arts. cuyo enunciado resulta manifiestamente abstracto (por ejemplo, en materia de derechos fundamentales), ello es precisamente porque se ha buscado no «cerrar» en su totalidad la Constitución, no definir todos sus términos, permitiendo, de este modo, que bajo el mismo art. constitucional puedan realizarse políticas muy distintas. Esta circunstancia otorga también más estabilidad a la Constitución, ya que, al no imponer un modelo político concreto, permite que los partidos que gobiernen en cada momento puedan realizar sus propias políticas sin necesidad de enmendar la Constitución.

			Lo contrario de una Constitución abierta, como la española, sería una Constitución «dirigente»: aquella en la que todos los elementos están perfilados y se impone la realización de una determinada «política constitucional». La Constitución dirigente establecería, por tanto, un programa rígido, que los poderes públicos tendrían que ejecutar estrictamente.

			3.3. PARTICIPACIÓN Y PLURALISMO POLÍTICO


			La democracia española entraña también participación política de los ciudadanos, ya sea indirecta (democracia representativa) o inmediata (democracia directa). Puesto que, según la Constitución española, «la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan todos los poderes del Estado» (art. 1.2 CE), se habilita a que los ciudadanos participen de algún modo en todos y cada uno de los poderes estatales:

			— Poder de reforma constitucional:

			• Participación indirecta, a través de la elección de los diputados y senadores que debaten la reforma constitucional.

			• Participación directa, mediante el referéndum.

			— Poder legislativo:

			• Participación indirecta, a través de la elección de los diputados y senadores que elaboran las leyes estatales, y de los diputados autonómicos, que elaboran las leyes autonómicas.

			• Participación directa, mediante la iniciativa legislativa popular y la aprobación y reforma de los Estatutos de Autonomía del art. 151 CE.

			— Poder ejecutivo:

			• Participación indirecta, a través de la elección, por parte del Congreso de los Diputados (elegido a su vez por los ciudadanos), del presidente del Gobierno, jefe del Ejecutivo.

			• Participación directa, mediante la posibilidad de participar en los procesos selectivos que nos permitan acceder a la función pública (art. 23.2 CE), convirtiéndonos directamente en agentes ejecutivos.

			— Poder judicial:

			• Participación indirecta: eligiendo a Cortes y Parlamentos autonómicos, cuyas leyes han de aplicar los jueces.

			• Participación directa, a través de la institución del jurado que participa en algunos procesos penales.

			La democracia prevista en nuestra Constitución también supone el reconocimiento del pluralismo político, al que nuestra norma fundamental reconoce como un valor superior del ordenamiento (art. 1.1 CE). El pluralismo político tiene a los partidos políticos como principal cauce de expresión (art. 6 CE), ya que estos simbolizan, precisamente, la posibilidad de que existan diferentes posiciones políticas.

			El pluralismo político también significa que nuestra democracia se basa en el respeto de las minorías políticas. Lógicamente estas no deciden —decide la mayoría, como corresponde a la regla democrática—, pero las minorías han de ser, al menos, escuchadas. De hecho, nuestro ordenamiento jurídico articula diversos mecanismos que permiten que las minorías adquieran protagonismo:

			— Posibilidad de iniciativas: En determinados casos, la Constitución permite que algunos instrumentos jurídicos o políticos puedan ser impulsados por las minorías. Por ejemplo, la décima parte de los diputados puede impulsar una moción de censura o la celebración de un referéndum de reforma constitucional, en el caso del procedimiento de reforma simple (art. 167 CE).

			— Participación en acuerdos mediante mayorías cualificadas: En otras ocasiones, la mayoría tiene que contar con fuerzas minoritarias para poder adoptar una determinada decisión. Para ello es preciso tener en cuenta que en nuestra democracia existen distintos tipos de mayorías que se pueden exigir, según se trate de adoptar unas decisiones u otras:

			• Mayoría simple: Es la mayoría menos compleja de alcanzar, ya que entraña más votos a favor que en contra. Si se está votando sobre varias cuestiones, de modo que los representantes votan cada uno a la que considere más adecuada y se elige la que obtenga más apoyos, se denomina «mayoría relativa».

			• Mayorías cualificadas:

			– Mayoría absoluta: Para alcanzar esta mayoría se exige que vote a favor la mitad más uno de los miembros del órgano que va a adoptar la decisión. Por ejemplo, en el Congreso de los Diputados, que se compone de 350 diputados, una votación por mayoría absoluta (por ejemplo la aprobación de una ley orgánica) exige que voten a favor al menos 176 diputados.

			– Mayoría de 3/5: Se exige, por ejemplo, para la reforma constitucional simple (art. 167 CE) o para la elección de ciertos cargos públicos (miembros del Consejo General del Poder Judicial y magistrados del Tribunal Constitucional).

			– Mayoría de 2/3: Es la más cualificada que exige nuestra Constitución y se emplea para la reforma constitucional agravada (art. 168 CE).

			Para alcanzar estas mayorías cualificadas (en especial las de 3/5 y 2/3) es posible que la fuerza política mayoritaria no cuente con suficientes representantes, y tenga que solicitar el apoyo de otras fuerzas políticas minoritarias. En este caso, el apoyo de las minorías resulta imprescindible para adoptar una decisión.

			3.4. IGUALDAD FORMAL


			El principio democrático también entraña el reconocimiento de la igualdad formal de todos los españoles, sin que sean posibles discriminaciones (art. 14 CE). Ahora bien, este principio de igualdad formal ha de ser matizado. En primer lugar, porque la Constitución reconoce dos tipos de igualdad formal:

			— Igualdad «ante» la ley: Significa igualdad a la hora de aplicarse la ley y cualquier otra norma jurídica. Las normas no pueden ser aplicadas de forma desigual en situaciones jurídicas que sean idénticas. Esta idea de igualdad impone a los órganos encargados de aplicar las normas (Administración Pública y jueces) que no realicen conductas discriminatorias.

			— Igualdad «en» la ley: Aunque no se halle expresamente reconocida en el art. 14 CE, el Tribunal Constitucional ha entendido que queda comprendida en él. Supone que, a la hora de hacer una ley u otra norma, los poderes públicos no pueden introducir en ella discriminaciones irracionales. Bajo esta vertiente, la igualdad «en» la ley se impone a los órganos encargados de hacer las normas (Parlamento y Gobierno).

			La segunda modulación que hay que tener presente es que el principio de igualdad formal no puede llevarse hasta el absurdo de considerar que no cabe ningún tipo de trato desigual. Si así fuera, por ejemplo, un menor de edad tendría que ser tratado exactamente igual que un mayor de edad, situación insostenible en términos jurídicos. Así pues, el auténtico sentido del principio de igualdad formal es que no cabe introducir discriminaciones «irrazonables».

			4. EL ESTADO SOCIAL

			4.1. CONCEPTO


			El Estado social es un principio estructural que supone que los poderes públicos (Estado) deben ocuparse en la medida de sus capacidades de la sociedad. Este modelo estatal, también denominado como «Estado de bienestar», surgió como reacción frente al llamado «Estado burgués de Derecho», que partía de la concepción de que el Estado debía permanecer lo más separado posible de la sociedad, ya que esta última era capaz de autorregularse. Por eso, para el Estado burgués de Derecho, los poderes públicos no podían por ejemplo intervenir en los mercados económicos (que se autogestionaban), ni regular la prestación de servicios entre particulares (que se regirían por la libertad contractual), ni condicionar cómo debían ejercer sus derechos los ciudadanos (ya que los ejercían según su libre voluntad).

			Desde mediados del siglo XIX, y sobre todo a finales de ese siglo y comienzos del XX, empezó a cuestionarse ese modelo burgués de Estado:

			— La economía de libre mercado no debía autogestionarse en su totalidad, ya que, tal circunstancia podía ocasionar oligopolios y monopolios que perjudicaban los intereses de los consumidores. Empieza, pues, a surgir la intervención pública en la economía y la legislación que garantiza los derechos de consumidores y usuarios.

			— La prestación de servicios no puede quedar a la mera voluntad de los contratantes, porque una de ellas (el empresario) se encuentra en una posición preeminente que le permite imponer condiciones abusivas. Para paliarlo, la relación de prestación de servicios empieza a ser sustituida por una nueva normativa, que es la legislación laboral.

			— Si los ciudadanos no se hallan en condiciones socioecónomicas adecuadas no pueden ejercer correctamente sus derechos: nadie puede disfrutar de su derecho a la educación si los libros de texto resultan caros y las tasas de estudio son inasumibles. Por ello surgen los derechos sociales, que obligan a que el Estado intervenga prestando bienes y servicios a los ciudadanos que les faciliten el ejercicio de sus libertades (por ejemplo, con una política de concesión de becas para el estudio, la gratuidad de la enseñanza o el control de las tasas de estudio).

			Como los demás principios estructurales, también el Estado social incide en cómo se crean las normas del Estado, así como en el contenido que han de tener.

			4.2. EL REFORZAMIENTO DEL GOBIERNO


			Si en un Estado democrático los órganos más importantes son el cuerpo electoral (conjunto de electores) y el Parlamento (representante del pueblo), en un Estado social, por el contrario, tiende a reforzarse la posición del Gobierno. Ello responde al significado mismo del Estado social: ya que en él los poderes públicos deben ocuparse de la sociedad y satisfacer sus necesidades, el órgano que tiene más capacidad para hacerlo es, precisamente, el Gobierno:

			— Es un órgano compuesto por un número escaso de componentes, que por lo general no superan la docena. De este modo, las decisiones pueden adoptarse mucho más rápidamente, satisfaciendo las demandas sociales de forma más inmediata. El Parlamento, por el contrario, está integrado por un número amplio de miembros (en España, 350 diputados y 264 senadores), lo que hace que los debates resulten más prolongados.

			— Salvo en el caso de los Gobiernos de coalición, en la mayoría de los Gobiernos sus integrantes responden al mismo color político. Por ese motivo, existe en ellos una comunidad ideológica que favorece que las decisiones se puedan adoptar rápidamente, y sin demasiado debate. Sucede, pues, al contrario de lo que ocurre en el Parlamento, que se rige por el principio democrático de pluralismo político, lo que entraña que ha de oírse siempre a las minorías. De ahí que los debates parlamentarios resulten más prolongados y las decisiones tarden más en adoptarse.

			— El Gobierno dispone de una Administración Pública a su servicio, dotada de técnicos capacitados para ponderar los problemas sociales y proponer las soluciones que consideren más pertinentes.

			En la Constitución española se percibe claramente ese reforzamiento del Gobierno característico del Estado Social:

			1. El Gobierno no es exclusivamente un órgano encargado de ejecutar las leyes, por más que también suela llamársele «Ejecutivo». Según el art. 97 de la Constitución, el Gobierno también «dirige la política interior y exterior», es decir, dispone de libertad de acción política.

			2. Dispone además de un extenso poder normativo, que le permite dictar:

			• Reglamentos: Normas sujetas a las leyes, generalmente encargadas de su desarrollo (reglamentos ejecutivos), aunque, precisamente por la libertad de acción de que dispone el Gobierno en España, este también puede dictar reglamentos que, aunque no pueden contradecir las leyes, tampoco estén desarrollándolas, sino que regulen materias que no han regulado previamente las leyes (reglamentos independientes).

			• Iniciativa legislativa: Está capacitado para presentar proyectos de ley, a fin de que sean debatidos en las Cortes Generales o Parlamento.

			• Normas con rango de ley: El Gobierno puede, además, dictar normas que, aunque no sean formalmente leyes, valen lo mismo que estas, es decir, que pueden derogarlas. En concreto estas fuentes del Derecho con fuerza de ley son:

			– Los Decretos Legislativos (art. 82 CE): El Gobierno puede dictarlos si previamente las Cortes le han habilitado para ello, delegándole poder legislativo.

			– Los Decretos ley (art. 86 CE): No requieren de habilitación o delegación alguna por parte de las Cortes. Son, por tanto, un poder normativo propio del Gobierno, aunque solo puede hacer uso de él en caso de «extraordinaria y urgente necesidad», es decir, cuando existe una necesidad social que ha de atenderse rápidamente y no se puede esperar a que las Cortes aprueben una ley para hacerlo.
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